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No hay más que introducir en cualquier buscador de Internet las palabras “libertad expresión
América Latina” para comprobar que, con contadísimas excepciones, esta libertad de
expresarse se asocia con la libertad de los medios de comunicación.
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  Los informes sobre libertad de expresión de instituciones y organismos internacionales ynacionales hacen recuento y alertan sobre las amenazas y delitos contra los periodistas en laregión, así como sobre las amenazas para la libertad de prensa. Pero, y sin intentar relegar laimportancia que la libertad de informar desde cualquier medio de comunicación tiene para lademocracia, es necesario hacer varias precisiones sobre la libertad de expresión que a muchossonarán obvias pero cuyo olvido sirve precisamente para restringir este derecho.  En primer lugar, hay que recordar que los sujetos de la libertad de expresión no son sólo losmedios de comunicación, puesto que la libertad de expresión va más allá de la libertad deprensa. En segundo lugar, que el ámbito de la libertad de expresarse va mucho más allá de losescenarios de los medios, puesto que hablamos de un derecho a la comunicación (pública),que como sabemos recorre muchos otros espacios físicos y simbólicos en una sociedad. Lalibertad de expresión da sentido al debate público, al intercambio de ideas en igualdad, y portanto corre (o debe correr) por los medios de comunicación pero también por las mesas denegociación, por las protestas callejeras, por los conciertos de rock, por las universidades, porlos centros de trabajo. Y esto se hace especialmente cierto en América Latina, donde laparticipación política discurre de manera fundamental en escenarios no institucionales y alejadade los medios de comunicación hegemónicos.  La libertad de expresión, cuando se refiere a un derecho social tiene que ver con la posibilidadde participar en la esfera pública a través de la comunicación. Y aquí hay dos derechos que lasorganizaciones y movimientos sociales tienen que poder ejercer: el derecho a la “visibilidad”, yel derecho a la “interlocución”. Ser visibles significa poder hacer parte de un espacio públicocomún, de un espacio en el que convergen posturas diferentes y divergentes, significa porejemplo, el derecho a que la voz se oiga, a que se sepa que se existe, a ser visto contestado ypoder replicar, en definitiva porque más allá de la visibilidad, la libertad de expresarse implicatambién el derecho a expresarse con alguien, frente a alguien, contra alguien, a ser contestadoy poder replicar en definitiva, a ser un interlocutor social.    Libertad de expresión y movimientos sociales  Y esa visibilidad y esa interlocución social se deben poder ejercer, a su vez, en variosespacios: los propios, y los comunes o hegemónicos. Respecto a los primeros, se trataría depoder construir redes de comunicación alternativas a la comunicación hegemónica, que con suacción van estableciendo una identidad, una memoria colectiva y un proyecto. Respecto a lossegundos, desdeñados por algunos movimientos sociales, se trata de que se cumpla lademocracia comunicativa en sociedades en las que cada vez cobran más importancia en laconstrucción de los imaginarios colectivos los medios de comunicación (precisamente por laviolencia política que se ha vivido y se vive en muchos países de América Latina y que impidela libre comunicación en muchos espacios públicos.)  

  El Informe Anual 2008 de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la  ComisiónInteramericana de Derecho Humanos así lo reconoce: “Hay un componente de la libertad deexpresión con el cual estamos en deuda: las personas que integran los grupos socialestradicionalmente marginados, discriminados o que se encuentran en estado deindefensión, son sistemáticamente excluidas, por diversas razones, del debate público.Estos grupos no tienen canales institucionales o privados para ejercer en serio y demanera vigorosa y permanente su derecho a expresar públicamente sus ideas yopiniones o para informarse sobre los asuntos que los afectan. Este proceso deexclusión ha privado también a las sociedades de conocer los intereses, lasnecesidades y propuestas de quienes no han tenido la oportunidad de acceder, enigualdad de condiciones, al debate democrático”.  En América Latina la libertad de expresión se enfrenta, vista desde ese punto de vista, acensuras y violaciones gravísimas. Porque a censuras y violaciones de derechos se enfrentanlos movimientos y organizaciones que quieren ejercer el derecho de expresarse, que enmuchas ocasiones es sinónimo del derecho a protestar. Y es que en varios paíseslatinoamericanos se sufre una criminalización de la protesta social también reconocida por laComisión Interamericana de Derechos Humanos de la OEA.    Criminalización de las protestas  Esta criminalización de la expresión ciudadana se refleja en datos objetivos: en Argentina,según Alerta Salta, a mediados de los dos mil había cuatro mil procesos judiciales abiertoscontra actos de protesta. En México, la Red Nacional de Organismos Civiles de DerechosHumanos tuvo que poner en marcha la campaña “ Protestar es un derecho,reprimir es un delito ”,ante la creciente “negación” de los conflictos sociales por parte del Estado: en aquellasprotestas que tienen como contraparte al Estado, no se produce interlocución social en un 70por ciento de los casos. En Chile, Amnistía Internacional ha advertido que la llamada leyantiterrorista y sus testigos protegidos se están aplicado en algunos casos “para la penalizaciónde la protesta social”, y es especialmente grave el uso de testigos secretos y del doble juiciocivil y militar contra los mapuches que llevan años movilizándose en defensa de sus tierras y sucultura.  En Colombia, durante el Gobierno de Álvaro Uribe toda protesta era acusada de estar infiltradapor las guerrillas de las FARC, acusación que se acompañó (además de amenazas, asesinatosy desapariciones) de escuchas ilegales a defensores de derechos humanos, periodistas ymiembros de organizaciones sociales tanto dentro como fuera del territorio colombiano, tal ycomo se ha demandado ante la Audiencia Nacional española. Con el nuevo gobierno, está enproceso de aprobación la ley de seguridad ciudadana, que establece en uno de sus artículosque “el que por medios ilícitos obstaculice, de manera temporal o permanente, selectiva ogeneral, las vías o la infraestructura de transporte de tal forma que afecte el orden público o lamovilidad, incurrirá en prisión de cuatro a ocho años y multa de trece a setenta y cinco salariosmínimos legales mensuales vigentes”.  Claro que esta ley puede sonar a broma macabra frente a la realidad de que el 55 por ciento delos sindicalistas asesinados en el mundo son colombianos. Precisamente la aterradorasituación de los derechos humanos en Colombia ha servido para que en una sentenciahistórica de la Corte  Interamericana de Derechos en la que se condena al Estado colombianopor el asesinato del senador de la Unión Patriótica Manuel Cepeda, se recuerde la vinculacióndel derecho a protestar con la libertad de expresión: “es de resaltar que las voces de oposiciónresultan imprescindibles para una sociedad democrática, sin las cuales no es posible el logrode acuerdos que atiendan a las diferentes visiones que prevalecen en una sociedad. Por ello,la participación efectiva de personas, grupos y organizaciones y partidos políticos de oposiciónen una sociedad democrática debe ser garantizada por los Estados, mediante normativas yprácticas adecuadas que posibiliten su acceso real y efectivo a los diferentes espaciosdeliberativos en términos igualitarios, pero también mediante la adopción de medidasnecesarias para garantizar su pleno ejercicio, atendiendo la situación de vulnerabilidad en quese encuentran los integrantes de ciertos sectores o grupos sociales”.    El peso de las empresas mediáticas  Volviendo, ahora sí, al asunto de la libertad de expresión de los medios de comunicación enAmérica Latina, es interesante volver a recordar dos realidades que se repiten. La primeradurante demasiadas décadas, la segunda en los últimos años. En primer lugar, las amenazascontra los periodistas y medios que informan sobre hechos incómodos para el poder político ylas grandes empresas.  En lo que va de 2011, han sido asesinados siete periodistas en México, cuatro en Honduras yBrasil, y uno en El Salvador, Colombia, Guatemala, Perú, República Dominicana y Venezuela.En casi todos los casos los crímenes permanecen en la impunidad. Además, los periodistassufren censuras y acciones que coartan la libertad de informar por parte de sus empresas.Como el caso de los fotoperiodistas de Uruguay, que en una carta abierta denunciaban que lospropietarios de algunos medios de comunicación “colaboran” con la policía y los juecesentregándoles material audiovisual inédito que sirve para identificar personas durante lasmanifestaciones.  Tras una manifestación contra Bush en 2007, los fotógrafos de prensa decían en su cartapública: “Al Ministerio del Interior le decimos: los fotógrafos de prensa no trabajamos para lapolicía. (…) a los propietarios y directores de los medios: los contratos expresos o implícitosque tenemos con los medios autorizan el uso de las imágenes que producimos sólo con finesperiodísticos. (manifestantes: quienes no deseen ser fotografiados no deben participar a caradescubierta en actos públicos que se convocan en espacios públicos”.  
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  La segunda realidad es la tensión entre las grandes empresas mediáticas en que se hanconvertido varios medios de comunicación (y que algunos expertos llaman ya “latifundiosmediáticos”) y algunos gobiernos latinoamericanos que han llegado al poder con el apoyo deorganizaciones políticas de izquierdas, y cuyo último capítulo se vive estos días en Ecuador,donde un juez ha dado la razón al presidente Correa en un juicio contra los dueños del diario ElUniverso y su ex jefe de opinión, Emilio Palacio, por una columna en la que se señalaba que el30 de septiembre de 2010 -día del levantamiento policial- Correa ordenó “fuego a discreción ysin previo aviso contra un hospital lleno de civiles y gente inocente”. El juez les ha condenado atres años de prisión y un pago de 30 millones de dólares. El mismo día de la sentencia, elpresidente declaraba que la sociedad debe luchar por demandar a los medios de comunicaciónque, abusando de su poder mediático y su “patente de corso”, “injurian, calumnian y hacenpolítica ilegítimamente”, tras lo cual cinco diarios de Ecuador abrieron con el mismo titular enprimera página: “Por la libre expresión”.  También en Bolivia se vive este enfrentamiento entre los grandes medios privados y elGobierno de Evo Morales, un enfrentamiento atravesado por intereses económicos: lospropietarios de las redes de televisión Unitel y UNO se dedican a la ganadería a gran escala, y12 diarios pertenecen al mismo grupo empresarial, el Grupo Líder. Otro ejemplo de estatensión se vive en Venezuela, donde coexisten los medios de comunicación públicos conmedios privados que ejercen la oposición política como objetivo fundamental de susinformaciones.  En esa confrontación, el supuesto cierre de la emisora de televisión RCTV, que en realidad fuela no renovación de una concesión que había finalizado, ha sido magnificada mientras que,como apunta el periodista y analista de medios Pascual Serrano, no se protestó cuando esamisma RCTV fue cerrada durante varios días, en 1976, por “difusión de noticias falsas”, ocuando, en 1980, fue lacrada durante 36 horas por “sensacionalismo”, condena que se repitióen 1981 y 1984 por diversas causas, todo ello antes de la primera elección de Hugo Chávezcomo presidente del país”.  

  Álvaro Uribe.  Para el periodista venezolano Hugo Prieto, en esta polarización los medios han dejado deinformar para pasar a ser exclusivamente actores políticos: "medios privados que ratifican quela visión perversa del proceso bolivariano y del presidente Chávez en particular y mediosoficiales que demonizan el imperio y refieren las bondades de la gestión del gobierno”.  En general, asistimos a un cambio interesantísimo de papeles: en estos países, cuando lasorganizaciones de izquierda estaban en la oposición, eran invisibles, en el mejor de los casos,para los medios de comunicación. Ahora que algunas de estas organizaciones están en elgobierno, la oposición no sólo no es invisible sino que tiene importantes vínculos con losgrandes medios de comunicación y voz en todos los foros, a la vez que se presenta comovíctima de las restricciones a la libertad de expresión.    Eugenia García Raya es periodista y experta en comunicación y cultura política.  * Pueblos  {vozmeend}  
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